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SOBRE LA INDEPENDENCIA DE LOS MAGISTRADOS Y ABOGADOS, 
MARGARET SATTERTHWAITE,
P r e s e n t e. 

Cuauhtémoc Rueda Luna, a nombre del Centro de Monitoreo sobre Organismos Públicos de Derechos Humanos, Efecto Útil, A.C. (en adelante, Efecto Útil), agradecemos su convocatoria para la presentación de información con el fin de valorarla para su Informe sobre la salvaguardia de la independencia de los sistemas judiciales frente a los desafíos contemporáneos a la democracia, que se presentará en el 56º período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos en junio de 2024. 

En su convocatoria indicó que los temas solicitados no eran exhaustivos, requirió sobre cuestiones relativas a jueces, fiscales, abogados y trabajadores de la justicia comunitaria, y, asimismo, preguntó “¿Hay alguna otra cuestión que le gustaría plantear a la Relatora Especial en este contexto?” Sobre esta base le remitimos la siguiente información relativa a la investigación de violaciones de derechos humanos en contextos electorales y procedimientos democráticos, con especial alusión a México. Esperamos la información resulte pertinente.

[bookmark: _Hlk157615516]I. 	Los derechos humanos en el sistema de justicia:
más allá de las instituciones tradicionales, las nuevas instituciones

La evolución general de los sistemas de justicia

1. El sistema de justicia en México (y en otras partes del mundo) está viendo nacer o evolucionar a las instituciones de derechos humanos: algunas son recientes, y otras provienen de paradigmas previos (como el de las garantías individuales). Un ejemplo de instituciones recientes son las que se han denominado como instituciones nacionales de derechos humanos basadas en los Principios de París (A/RES/48/134); y, otro, de instituciones provenientes de antiguos paradigmas, el juicio de amparo mexicano. En su conjunto ambos tipos de instituciones han estado acoplándose a sus escenarios jurisdiccionales. 

1.1. El surgimiento y evolución de estas instituciones de derechos humanos implica que el derecho, en su conjunto, tanto a nivel nacional como internacional, está en proceso de transformación; de modo que la observación de los sistemas de justicia requiere atender a este fenómeno. 

1.2. El proceso de evolución puede favorecerse si se identifican aspectos clave. Uno de ellos, asociado a esta comunicación, tiene que ver con la investigación de violaciones de derechos humanos.  

Los sistemas de justicia evolucionan respecto de lo que se considera ilícito[endnoteRef:1]  [1:  Por hecho ilícito en este documento se refiere a todo hecho considerado contrario a derecho (en el sentido del código del derecho conforme-a-derecho/no-conforme-a-derecho, indicado por Niklas Luhmann) sin importar de qué materia jurídica se trate.
] 

(delitos, faltas administrativas, violaciones de derechos humanos)

2. En el derecho, el tipo de hechos ilícitos (delitos, faltas administrativas, violaciones de derechos humanos, etc.) determina también la necesidad de autoridades o instituciones específicas para atenderlos. Los delitos requieren autoridades penales; las faltas administrativas, autoridades administrativas; las violaciones de derechos humanos, autoridades de derechos humanos, etc. En algunos casos los hechos ilícitos se superponen, en otros no: no toda violación de derechos humanos es delito o falta administrativa, ni todo delito es falta administrativa o violación de derechos humanos, ni toda falta administrativa es delito o violación de derechos humanos; y hay casos que sólo son violaciones de derechos humanos, delitos o faltas administrativas.
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2.1. Por ello, un acto ilícito generado en procesos democráticos, puede ser conjunta o separadamente delito, falta administrativa o violación de derechos humanos, y de acuerdo a cada tipo de caso, se tienen consecuencias distintas (por ejemplo, la investigación de un delito está orientado estructuralmente a sancionar individuos responsables, no es así con una investigación de violaciones de derechos humanos, la cual está orientada estructuralmente a la reparación del daño en función de la responsabilidad objetiva del Estado) y complementarias. 

3. En razón de lo anterior, desde la perspectiva de Efecto Útil los procesos democráticos requieren protección por las diversas vías de reconocimiento de la ilicitud, particularmente las tres referidas. Y, en este documento, se avanzará hacia concentrarnos en cómo se protege esto desde la perspectiva de lo que se considera como violaciones de derechos humanos (particularmente cuando no pueden ser considerados delitos ni faltas administrativas).

Nuevas instituciones de derechos humanos: las autoridades investigadoras

4. Dentro de las transformaciones más importantes, se encuentra un cambio respecto de la forma como el derecho se estructuraba. La anterior estructura respondía, en términos generales, a dos esquemas (regla/excepción): (i) por un lado, el aspecto general (o la regla) donde el derecho se estructura conforme a lo que se ha conocido como el principio dispositivo, según el cual, el derecho no actúa sino hasta que se le solicita y en la medida en que se le solicita (por lo que se da lugar a un jurisdiccional, cuya base es adversarial, donde la igualdad de partes, la imparcialidad judicial y la seguridad jurídica son aspectos absolutamente esenciales); (ii) por otro lado, de forma excepcional, el derecho puede actuar motu proprio (en algunos casos, incluso, oficiosamente), e investiga por propia cuenta (sin necesidad de impulso procesal a cargo de las partes); esta forma excepcional surge ante hechos ilícitos cualificados especialmente como gravosos socialmente y que suelen constituir delitos o crímenes. De este modo, el derecho en general no estaba diseñado para investigar, salvo cuando había que ejercer un poder punitivo (el cual, además, serviría como un poder simbólico preventivo). Por ello, aunque el esquema investigador punitivo evolucionó de modo que se amplió más allá del derecho penal, hacia el derecho administrativo, en general, el derecho penal es el paradigma para referir la investigación punitiva.

5. En la actualidad, con los derechos humanos, este esquema general del derecho en algunos aspectos se ha transformado y, en otros, está en proceso de transformación. Ahora más allá de una investigación con fines punitivos también existe una investigación con fines reparadores.[endnoteRef:2]  [2:  Para un desarrollo más específico en México, puede consultarse: Rueda Luna, Cuauhtémoc, Una nueva estructuración del derecho. Efectos de los derechos humanos en México, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, México, 2019, págs. 102 y ss. Disponible en: https://biblioteca.corteidh.or.cr/documento/74285. 
Para un desarrollo sobre la evolución sobre el derecho internacional, puede consultarse: Rueda Luna, Cuauhtémoc, Los derechos humanos en la evolución del derecho de la sociedad mundial. Una aproximación luhmanniana, Tesis de doctorado en ciencias sociales y políticas, Universidad Iberoamericana, 2023, págs. 338 y ss. Disponible en: https://www.bib.ibero.mx/tesis/pdf/017409/017409s.pdf ] 
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5.1. Cabe señalar que, a partir de la interacción entre la estructura punitiva y la reparadora, el derecho punitivo (penal y, en su caso, el administrativo sancionador) se ha ido transformando para integrar en sus consideraciones a las víctimas (y proveer cierta reparación), aunque requiere mantener su objetivo estructural: la sanción de quien cometió el acto ilícito (delito o la responsabilidad administrativa). Y, por otro lado, los derechos humanos pueden lograr servir para dar lugar a sanciones (por parte del derecho penal o el derecho administrativo), pero siempre siguiendo primariamente su objetivo estructural: la reparación de la persona afectada por el hecho ilícito (la violación de derechos humanos).
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5.2. Una mejor comprensión de lo anterior, puede realizarse al observar los términos en que se han diferenciado el derecho de los derechos humanos y el derecho penal, en diversos aspectos relativos a la denominación del hecho ilícito, la consecuencia objetivo u objetivo estructural, la entidad que orienta el objetivo (víctima o “victimario”), y la entidad jurídicamente responsable por el hecho ilícito:[endnoteRef:3] [3: 
 Tomado de Rueda Luna, Cuauhtémoc, Los derechos humanos en la evolución del derecho de la sociedad mundial. Una aproximación luhmanniana, Op. Cit., p. 231.] 

















6. De acuerdo con esto, puede verse que las instituciones de las ramas de derecho tradicionales, partiendo de sus formas previas, han tenido que evolucionar a partir de los derechos humanos; lo cual implica la necesidad primordial de hacerse cargo de en qué medida van logrando acoplar sus propios procesos evolutivos. En cambio, las nuevas instituciones de derechos humanos, además de enfrentarse a sus propios procesos de evolución, tienen la primordial necesidad de que los sistemas jurídicos las acepten y les permitan los acoplamientos estructurales apropiados. En esto radica un núcleo esencial de muchos problemas actuales.

7. En el esquema tradicional del derecho, como se señalaba, las instituciones jurisdiccionales eran parte de la regla basada en el principio dispositivo (con la igualdad de partes, la imparcialidad judicial, etc.), por lo que incluso el amparo mexicano (que ahora evoluciona a ser un juicio de derechos humanos) tiene la forma jurisdiccional. En el nuevo esquema del derecho, las autoridades que realizan la investigación de violaciones de derechos humanos, necesariamente carecen del esquema jurisdiccional (y aunque se les llama cuasi-jurisdiccionales, cuasi-judiciales o no-jurisdiccionales), su naturaleza jurídica es la de ser autoridades investigadoras.
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7.1. Así, dado que las autoridades investigadoras de violaciones de derechos humanos son nuevas en el escenario del derecho, y no es lo mismo una investigación de delitos que una de violaciones de derechos humanos, el mayor desafío es lograr integrar a estas autoridades en los sistemas jurídicos, acoplando estructuralmente a la investigación con fines reparadores con los procedimientos de las demás instituciones. 

8. Por ello, una observación de cualquier sistema de justicia que se oriente sólo por autoridades jurisdiccionales y autoridades investigadoras de delitos (fiscales), es una observación necesaria y sustantivamente incompleta. Además, permanecer en un marco que no considere explícitamente a las instituciones investigadoras de violaciones de derechos humanos como parte del sistema de justicia, implica permanecer en un esquema de sistema de justicia que no responde a las necesidades institucionales de los derechos humanos; y, al exigirles a instituciones jurisdiccionales (no-investigadoras) e instituciones investigadoras punitivas (fiscalías), resultados que sólo pueden tener las autoridades investigadoras de violaciones de derechos humanos, además de que se les sobre exige a aquellas, se impide que se hagan cargo de sus propias responsabilidades, las que sí tienen las condiciones estructurales para este tipo de investigaciones reparadoras.

* Dado lo anterior, nuestra primera solicitud, como Efecto Útil, es que la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la independencia de magistrados y abogados realice un esfuerzo por integrar información sobre las autoridades investigadoras de violaciones de derechos humanos.



II.	La investigación de violaciones de derechos humanos en México, 
en procesos democráticos

9. En México, las instituciones facultadas constitucionalmente (artículo 102, apartado B, de la Constitución) para realizar investigaciones de violaciones de derechos humanos son la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) y los 32 organismos equivalentes de las entidades federativas (32 OPDH), todas las cuales se consideran conforme a los Principios de París. La función de investigación de violaciones de derechos humanos, por este tipo de instituciones ha sido considerada por el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas en su Observación General 31, párrafo 15.[endnoteRef:4]  [4: 
 “15. En el párrafo 3 del artículo 2 […] Se requieren en especial mecanismos administrativos que den cumplimiento a la obligación general de investigar las denuncias de violación de modo rápido, detallado y efectivo por organismos independientes e imparciales. Las instituciones nacionales de derechos humanos que cuenten con las facultades pertinentes pueden coadyuvar a tal fin. El hecho de que un Estado Parte no investigue las denuncias de violación puede ser de por sí una vulneración del Pacto. […]”] 


9.1. Sin embargo, en México la CNDH y los 32 OPDH por disposición del artículo 102, apartado B, tercer párrafo de la Constitución,[endnoteRef:5] no pueden investigar violaciones de derechos humanos en materia electoral. [5: 
 “Artículo 102.
[…]
B. […]
[…]
Estos organismos no serán competentes tratándose de asuntos electorales y jurisdiccionales.”] 


9.2. La justificación para ello fue que se les mantendría “al margen del debate político” para evitar la contaminación moral de estas instituciones.[endnoteRef:6] [6: 
 “Debe quedar exceptuada la competencia electoral porque resulta altamente conveniente que este tipo de instituciones se mantengan al margen del debate político, pues de no ser así, de intervenir en ese ámbito, correrían el riesgo de involucrarse en la controversia que por su índole tiene la orientación y el contenido propio de las corrientes y agrupaciones políticas actuantes en la sociedad, con la consiguiente contaminación en el conflicto. Ello provocaría finalmente la discusión sobre la autoridad moral de las instituciones que nos ocupan, que es por sí misma el fundamento propio de su eficacia. No es casual que ningún "ombudsman" del mundo intervenga en esta materia, pues, de hacerlo, muy poco podría aportar y sí pondría en grave riesgo el alcance de su opinión.” Disponible en: Dictamen del 11 de diciembre de 1991, de la Cámara de Origen, en el proceso legislativo de la reforma publicada en el D.O.F. el 28 de enero de 1992, al artículo 102, apartado B, de la CPEUM, Disponible en:https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=b/EcoMjefuFeB6DOaNOimNPZPsNLFqe0s7fey1FqrifBGqi5OWALqr8jHOrMCrOmZoj2w4RoE/jrNpGXHFOgTw== ] 


9.3. Derivado de ello, en México, propiamente, se carece de una investigación de violaciones de derechos humanos en contextos electorales, y en particular de los tres derechos humanos políticos definidos en el artículo 25 (a, b y c) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP).

10. Una situación equivalente sucede en lo jurisdiccional en materia electoral, el juicio de amparo, por disposición constitucional, no es procedente, de modo que la máxima autoridad judicial[endnoteRef:7] no es la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), sino el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF).[endnoteRef:8]   [7: 
 Con excepción de las acciones de inconstitucionalidad reguladas en el artículo 105, fracción II, de la Constitución que son un control abstracto de constitucionalidad, esto es, no referido a casos concretos.]  [8: 
 “Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación.”] 


10.1. Así, aunque el amparo puede ser competente para diversos aspectos relacionados con las instituciones electorales, en cuanto a los procedimientos electorales, la competencia es del Tribunal Electoral, el cual se rige conforme a las características propias de su materia, pues no es propiamente una institución de derechos humanos. 

11. Por otro lado, la regulación mexicana incluye autoridades electorales y penales cuya competencia es en materia electoral. 

11.1. Al respecto, en ambos casos, electoral y penal, hay autoridades jurisdiccionales, estando al frente el TEPJF en materia electoral, según se ha indicado. 

11.2. En materia penal existe la investigación punitiva, aunque, necesariamente, sólo respecto de lo que se considera delito (violaciones de derechos humanos quedan fuera de su competencia). 

11.3. En materia electoral, existen dos procedimientos en que puede haber investigación: el Procedimiento Sancionador Ordinario (PSO) y Procedimiento Especial Sancionador (PES). En general, ambos están destinados a aspectos electorales y son de orden punitivo.[endnoteRef:9] [9: 
 Artículos 459 a 477 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.] 


Sin embargo, el PES comprende un caso específico de competencia propia de derechos humanos (violencia política contra las mujeres en razón de género), siendo éste el único caso; de modo que tampoco en este caso hay propiamente investigación de violaciones de derechos humanos. Por ello, sólo en este caso particular se contemplan medidas de reparación del daño en términos de derechos humanos.[endnoteRef:10] [10: 
 “Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales
Artículo 463 Ter.
1. En la resolución de los procedimientos sancionadores, por violencia política en contra de las mujeres por razón de género, la autoridad resolutora deberá considerar ordenar las medidas de reparación integral que correspondan considerando al menos las siguientes:
a) Indemnización de la víctima;
b) Restitución inmediata en el cargo al que fue obligada a renunciar por motivos de violencia;
c) Disculpa pública, y
d) Medidas de no repetición.”
] 


12. Conforme a lo anterior, en general, en México en el ámbito de procedimientos electorales no se tienen mecanismos apropiados de investigación de violaciones de derechos humanos (salvo la violencia política en contra de las mujeres por razón de género), sino que sólo se tienen acciones en términos de la materia penal y la electoral. Lo anterior se resume en los siguientes términos:

Ejemplo: el caso mexicano
	EJEMPLO: MÉXICO
	Materias

	
	Otras
	Penal
	DDHH

	Autoridades
	jurisdiccionales
	TEPJF 
y tribunales electorales locales
	Jueces penales federales y locales
	No competencia: Jueces de amparo
(SCJN)

	
	investigadoras
	PSO y PES
	Fiscalía federal y locales en materia electoral
	No competencia:
CNDH 
+ 32 OPDH*


* Es necesario indicar, que, a diferencia de la materia penal, donde las fiscalías llevan los casos ante los jueces penales, en materia de derechos humanos no se da esta concatenación entre actividades de investigación y actividades jurisdiccionales. Las autoridades investigadoras y las jurisdiccionales actúan cada una por su cuenta (el amparo, hasta la fecha, ni siquiera es procedente en contra de las resoluciones de las comisiones de derechos humanos).

13. Pese a lo indicado, la CNDH ha emitido cierto tipo de documentos que, entre sus características está que no implican un requerimiento formal de una respuesta por parte de las autoridades a las que van dirigidas, como son las recomendaciones generales (cuyo sustento no es legal sino sólo reglamentario) relacionados con procesos electorales.[endnoteRef:11] Esto es normal dado que no se pueden emitir recomendaciones ordinarias, por la restricción que tiene en materia electoral.  [11:  Por ejemplo las recomendaciones generales 46/2022 (sobre violaciones de derechos humanos cometidas entre 1951 y 1965) y 98VG/2023 (sobre violaciones de derechos humanos cometidas entre 1965 y 1990). ] 


13.1. Por otro lado, aunque es posible que la CNDH y los 32 OPDH realicen investigaciones de violaciones de derechos humanos en los márgenes de las interpretaciones legales sobre lo que constituye la materia electoral, el hecho es que la disposición constitucional restringe la “legitimidad” de su actuación. Lo que es paralelo al problema indicado de que tampoco existe una autoridad equivalente en materia electoral que investigue, propiamente, violaciones de derechos humanos.

III. 	Democracia como un complejo de tres derechos políticos (25 a, b y c, del PIDCP)
y otros derechos democráticos (libertad de expresión, de reunión, de asociación)

14. Finalmente, no omitimos referir ciertos aspectos sobre los ámbitos de protección posible cuando se habla de democracia o procesos democráticos. En general, al referir estos se hace alusión de manera específica a cuestiones relacionadas con el derecho a votar y ser votado (artículo 25, inciso b), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, PIDCP); y, en el mejor de los casos, al derecho a la participación (art. 25, inciso a) del PIDCP). En el caso de la Constitución mexicana, ambos derechos se indican en sus artículos 35 y 41; sin embargo, este artículo sólo protege los mecanismos de participación ciudadana reconocidos explícitamente en las leyes electorales.[endnoteRef:12] [12: 
 “Artículo 35. Son derechos de la ciudadanía:
[…]
IX. Participar en los procesos de revocación de mandato.
El que se refiere a la revocación de mandato del Presidente de la República, se llevará a cabo conforme a lo siguiente:
[…]
7o. Queda prohibido el uso de recursos públicos para la recolección de firmas, así como con fines de promoción y propaganda relacionados con los procesos de revocación de mandato.
El Instituto y los organismos públicos locales, según corresponda, promoverán la participación ciudadana y serán la única instancia a cargo de la difusión de los mismos. La promoción será objetiva, imparcial y con fines informativos.”
“Artículo 41. […]
La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases: 
[…]
V. La organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales, en los términos que establece esta Constitución.
[…]
Apartado C. En las entidades federativas, las elecciones locales y, en su caso, las consultas populares y los procesos de revocación de mandato, estarán a cargo de organismos públicos locales en los términos de esta Constitución, que ejercerán funciones en las siguientes materias:
[…]
9.	Organización, desarrollo, cómputo y declaración de resultados en los mecanismos de participación ciudadana que prevea la legislación local;”] 


14.1. Por lo anterior, existen dos ámbitos donde la CNDH y los 32 OPDH, así como el juicio de amparo, podrían incidir de manera decidida si se apegaran a una concepción distinta e integral de la democracia, que contemplara apropiadamente los tres derechos humanos políticos referidos: 

a) El primero de ellos corresponde al derecho a la participación en un sentido amplio (más allá de los mecanismos de participación ciudadana reconocidos en las leyes electorales), como parte de la democracia. Esto es un tema prácticamente inexistente en las recomendaciones que ha emitido la CNDH.

b) El segundo corresponde al derecho a formar parte de las funciones públicas del país (art. 25, inciso c), del PIDCP). Este derecho es igualmente un tema prácticamente inexistente en las recomendaciones emitidas por la CNDH. Además, en el Estado mexicano, aunque han existido resoluciones en la SCJN sobre la materia, este derecho no se ha terminado de reconocer como una protección especial, en particular, para todos los trabajadores al servicio del Estado (pues, con independencia de su calidad de trabajadores del Estado, están ejerciendo su derecho humano político a formar parte de las funciones públicas). En cambio, en los hechos, este derecho se ha reconocido sólo para quienes han sido designados en cargos de alto nivel.

** En función de esto, como Efecto Útil, nuestra segunda petición es que se establezca un cambio en la concepción de la democracia, para que no sólo se atienda al derecho a votar y ser votado (25, a), ni sólo marginalmente al derecho a la participación (25, b), sino que además se integre plenamente el derecho a formar parte de las funciones públicas (25,c) (de manera independiente este último derecho a los derechos que puedan tener las personas como trabajadores al servicio del Estado).

15. Derivado que es normal que se consideren las libertades de expresión, de reunión y de asociación como derechos democráticos, Efecto Útil hace referencia a estos en reconocimiento de su valor para la democracia, no obstante, en el presente documento no presentamos información al respecto.

*	*	*

Conforme a lo expuesto, Relatora Especial Margaret Satterthwaite, le solicitamos tomar en consideración nuestra comunicación a fin de considerar en su informe la situación de: (a) las autoridades investigadoras de violaciones de derechos humanos (en particular las basadas en Principios de París); así como (b) se considere un concepto amplio de democracia y de procesos democráticos en que se consideren todos los derechos (a, b y c) del artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

Por Efecto Útil


Cuauhtémoc Rueda Luna
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